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LUCIANO PAREJO 
ALFONSO La coordinación entre 

el Catastro y el Registro 
de la Propiedad: una política 
correcta, pero insuficiente 

Coincidencias 
y diferencias 
en las instituciones 
consideradas 

R
egistro de la Propiedad y Catastro 
son dos instituciones autó nomas, 
que si bien tienen un mismo obje­

to - los bienes o propiedades inmobi­
liarios ( I )-, abordan éste para distintos 
fines y con diversas técnicas. 

El fi n primordial del Registro de la 
Propiedad es desde luego 1a seguridad 
en el tráfico jurídico entre los sujetos de 
Derecho ordinarios, mientras que el del 
Catastro no es mro que el control de la 
riqueza inmobiliaria, primordialmente 
a efectos fiscales. Por eso mismo, uno y 
otro se s irven de instrumentos o técni­
cas diferentes: la finca registra!, el pri­
mero, y la cédula parcelaria, el segundo. 
La finca es con cepto más atenido a los 
derechos y sus titularidades que a la 
realidad física de los bienes y su conse­
cuente descripción, pues finca no es ne-

(1) La afirmación de la comc1denc1a del obje­
to debe entenderse hecha sm preocupación por 
el r igor y Ja exactirud técnicos. El objeto señala­
do en el texto solo aproximada y relanvameme 
puede decirse que sea el del Registro de la Pro­
piedad. 

cesariamente una superficie acotada 
por los cuatro puntos cardinales o indi­
vidualizada por signos físicos , es más 
bien en el mundo de lo fo rmal, es todo 
lo que abre folio registra!, no exigente 
de unidad física, aunque s i de conexión 
económica. La cédula parcelaria catas­
tral es, por contra, un concepto referido 
siemp re y preferentemente a una reali­
dad física, una porción de terreno ce­
rrada por la co rrespondiente Línea poli­
gonal, que pertenezca -eso sí- a un 
solo propietario o a varios en proindi­
viso. 

Las razones de éste distinto en foque 
en ambas instituciones son claras. Cada 
una de ellas supone una específica res­
puesta, en un momento histórico deter­
minado, a necesidades sociales y juríd i­
cas perfectamente identificadas y defi­
nidas, importantes en la época de su 
respectivo establecimiento e importan­
tes también en la hora actual, lo que jus­
tifica cabalmente la pervivencia de am­
bas instituciones en su misma funciona­
lidad originaria. El Registro se instaura 
para proporcionar seguridad al tráfico 
jurídico inmobiliario en la nueva situa­
ción derivada de la caída del Antiguo 
Régimen y la emergencia de la sociedad 
mercantil e industrial, en la que la tierra 
no es más que una mercancía, un bien 
o valor de intercambio más (como bien 

pone de manifiesto desde luego la desa­
mortización). El Catastro, por contra, 
aunque con antecedentes ciertamente 
en el siglo xvm, responde a la necesi­
dad de la transfo rmació n de una Ha­
cienda patrimonial en una Hacienda 
tributaria; fenómeno, de otro lado, in­
dudabemente ligado al cambio anterior. 

Se explica así la disti nta configura­
ción de una y otra institución. El Regis­
tro de la Propiedad se monta como un 
registro específico, casi podría decirse 
-empleando indebidamente una cate­
goría actual- como una Administración 
independiente (pues cada Registrador, 
aunque ejerciente de función pública, es 
titular de la correspondiente organiza­
ció n, es decir, de su Registro, encua­
drándose en una organización corpora­
tiva o colegial). El Catastro, sin embargo, 
se establece desde el principio como un 
típico registro administrativo, es decir, 
como un servicio público más, to tal­
mente encuadrado en la organización 
administrativa o rdinaria. 

La explicación de esta diferencia sal­
ta a la vista. El Registro es una institu­
ción típica del Estado de Derecho en su 
dimensión liberal estricta (institución 
estatal para la generación de certeza y 
seguridad de las relaciones j urídicas en 
el seno de una sociedad autónoma y 
con identidad propia). Por ello mismo, 



la acción estatal -en su dimensión ad­
ministrativa- se limita a crear el marco 
preciso para un desenvolvimiento ex­
pedito de la vida social: consiste en una 
acción administrativa jurisdiccional (2) 

no contenciosa; razón por la cual el 
contencioso relativo a la función regis­
tral no es judicial ordinario. De ahí que, 
contra la visión tópica del Registro, de­
ba afirmarse que éste es una institución 
propia del Estado administrativo (clási­
co), en la medida en que supone una in­
tervención estatal -bajo la forma más 
tradicional de ésta, la de verdadera po­
licía- en la vida social. Traduce, al igual 
que cualesquiera otras instituciones ad­
ministrativas, una acción administrati­
va al servicio de la correspondiente po­
lítica pública sustantiva, por más que en 
éste caso ésta última se agote en la pura 
garantía del buen funcionamiento del 
tráfico jurídico-privado según las reglas 
propias de éste. 

La situación actual. 
Su deficiencia 
y: la insuficiencia 
de las inedidas hasta 
ahora arbitradas para 
su superación 

Por más que sea explicable que las 
instituciones registra! y catastral hayan 
llegado a adquirir perfiles propios y di­
ferenciados, desde hace bastante tiem­
po se tiene la conciencia de la necesidad 
de, cuando menos, el juego funcional 
combinado de ambas. Quiere decirse, 
pues, y ésta afirmación no es precisa­
mente un descubrimiento, que existe 
una general insatisfacción por su fun­
cionamiento esencialmente indepen­
diente, con básico desconocimiento re­
cíproco. La causa es, también ahora, 
perfectamente clara: no es ya solo que la 

(2) Junsd1cc1onal en el senudo estricto de 
consistente en decir y establecer en el caso lo 
que sea el Derecho. 

especialidad y la parcialidad de las res­
pectivas funciones provoca serias dis­
funcionalidades en una sociedad y un 
ordenamiento mucho más complejos 
como los del mundo de hoy, es también 
y sobre todo que el surgimiento de nue­
vas necesidades determina la existencia 
de zonas no cubiertas en absoluto o, al 
menos, no satisfactoriamente por las 
instituciones estudiadas. Escas nuevas 
necesidades lucen especialmente en el 
cambio de la concepción del Estado y 
de su relación con la sociedad, en la ex­
tensión e intensificación de la acción 
pública y hasta en la configuración jurí­
dica misma del objeto principal (los 
bienes inmuebles ; los derechos sobre 
estos y, especialmente, el derecho de 
propiedad) de las referidas institucio­
nes. 

La situación asi descrita se encuentra 
ya perfectamente diagnosticada. Ocu­
rre, no obstante, que el tratamiento que 
se le viene dispensando, hace ya algún 
tiempo, que consiste simplemente en la 
coordinación de las dos instituciones, 
no parece ser suficiente; por lo menos 
los resultados hasta aquí alcanzados 
permiten una tal afirmación. La res­
puesta -estatal (3) y también navarra 
(4)- al problema existente, en efecto, 
pretende resolver la totalidad d e las 
cuestiones mediante la quiebra de la au­
tonomía o independencia recíprocas, 
del paralelismo perfecto entre Registro 
y Catastro, gracias al juego combinado 
de ambos, pero -y aquí está el punto 
crucial- s in modificar de forma impor­
tante la organización, el estatuto, la lógi­
ca, el objeto y los fines de uno y otro. La 
coordinación a que se aspira limita su 
alcance. Y ello, porque parte del presu­
puesto de que las cuestiones a resolver 

(3) RD 1030/ 1980, de 3 de mayo, Ordenes 
Mmisterialcs de 12 de junio de 1981, 30 de ene­
ro de 1982 y 8 de febrero de 1 984~ y RD 
430/ 1990, de 30 marzo. 

(4) Decretos forales 54, 160 y 563/1991, de 
7 de febrero, 25 de abnl y 23 de diciembre, res­
pectivamente, y Orden foral 338, 1991 , de 23 de 
abnl 

traen causa exclusivamente del desco­
nocimiento mutuo. Este es, sin desco­
nocer ni negar el indudable avance que 
supone y la bondad intrínseca de toda 
coordinación, el primer y principal fa­
llo del planteamiento actual, como lue­
go tendremos ocasión de comprobar 
con mayor detalle. 

Pero, además, dicho planteamiento 
es insuGciente, básicamente por las si­
guientes razones: 

a) Padece las limitaciones que son 
inherentes a lo lógica y el funcionamien­
to jurídicos y reales de ambas institucio­
nes: se circunscribe a aquéllos términos 
municipales en que exista Catastro To­
pográfico Parcelario aprobado y apare­
ce lastrado tanto por el ritmo de acrua­
lización de éste (como consecuencia de 
lo anterior), como por el carácter no 
constitutivo y, por canto, no completo 
del Registro de la Propiedad . 

b) Está afectado seriamente por el 
carácter restrictivo de los supuestos de 
coordinación y la dinámica misma (de 
otro lado obligada) de ésta. La coordi­
nación procede, en efecto, solo cuando 
concurra coincidencia en los datos de 
descripción de las fincas ; coincidencia, 
cuando menos y dentro del margen de 
error administrativamente admitido, en 
la superficie e inexistencia de duda en el 
Registrador acerca de la identidad de la 
finca de que se trate). Y sustantivamen­
ce hablando, la coordinación se produ­
ce con ocasión de la inmatriculación de 
una nueva finca o de la modificación de 
las entidades hipotecarias existentes, 
siempre a iniciativa del correspondien­
te titular. 

c) Aparece mermado por la escasa 
entidad de los efectos de la coordina­
ción, centrados en la conformidad de la 
Administración en los ámbitos catas­
tral, fiscal y registral con los datos físi­
cos y los relativos a la titularidad. 

d) Resulta seriamente debilitado por 
la forma obligada de la coordinación: 
unión de la cédula parcelaria al título in­
matriculador, para archivo de aquélla en 
el Registro de la Propiedad y remisión 
de un ejemplar al Instituto Geográfico 
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Nacional*. Téngase en cuenta que ésta 
forma de coordinación había sido ya 
dispuesta por el artículo 38 de la Ley de 
23 de mayo de 1906, conforme al cual 
« ... a partir de la fecha en que comenza­
rá a regir el Avance catastral, ningún 
juez, Tribunal, Oficina administrativa, 
Nmario, ni Registrador de la Propiedad, 
admitirán reclamación alguna, ni mor­
garán documento público, ni practica­
rán incripciones ni asientos en los Re­
gistros de la Propiedad que se refieran a 
un inmueble perteneciente al solicitan­
te sin que acompañe el título de propie­
dad, el plano correspondiente, si ésta 
formado el Catastro, debidamente auto­
rizada, en el período de avance ... ». júz­
guese de la probabilidad de éxito de la 
determinación actual, por el de la de 
1906. 

Un ensayo de análisis 
n1ás a111bicioso 
de las exigencias actuales 
a las instituciones 
registra! y catastral 

La insuficiencia que acaba de com­
probarse en la política de coordinación 
que se viene ensayando deriva sin duda 
del escaso vuelo de su planteamiento. 
Pues falta en ella verdadera curiosidad 
por desvelar en todos sus extremos re­
levantes la situación actual y sus exi­
gencias, a fin de poder medir desde és­
tas la funcionalidad actual de las institu­
ciones a coordinar. Tal curiosidad era y 
es obligada por las profundas transfor­
maciones que han tenido lugar -cen­
tradas básicamente en la ordenación te­
rritorial y urbanística- y que vienen 
incidiendo sobre el juego y la operativi-

* En la actualidad, las competencias del Insti­
tuto Geográfico Nacional en materia catastral co­
rresponden al Centro de Gcsuón Catastral y Co­
operación Tnbutana, según lo establecido en el 
RD 585/ 1989, de 26 de mayo, D1sposic1ón Adi­
cional 3. ª (N. del E.). 

dad de dichas instituciones, especial­
mente desde 1956 y, con específica in­
tensidad, desde los años setenta. 

Se impone, pues, un análisis de la si­
tuación en la que nos encontramos, pa­
ra detectar las demandas reales a las 
instituciones registra! y catastral. Esta 
situación aparece caracterizada por los 
siguientes elementos: 

a) El ordenamiento jurídico ha deja­
do de ser hoy Lo que ha sido siempre 
(con muy pocas excepciones; incluso 
podría decirse que aún sin ellas) en la 
época constitucional, es decir, desde 
1812: un conjunto de ordenamientos 
sectoriales de desarrollo independiente 
y paralelo conforme a una lógica pro­
pia, reductible a sistema únicamente 
por la vía de las reglas de relación entre 
normas y, básicamente, en sede aplica­
tiva y mediante la interpretación. Tras la 
Constitución de l 978 y no obstante el 
incremento de complejidad del ordena­
miento ordinario por ésta determinado, 
la totalidad normativa infraconstitucio­
nal cuenta -con entera independencia 
de su grado de fragmentación territorial 
y sectorial- con una norma verdadera 
norma jurídica superior común, cuya 
unidad lógica y jurídica otorga al orde­
namiento en su conjunto precisamente 
unidad y sistema. 

Desde éste punto de vista, la plurali­
dad de organizaciones, poderes, com­
petencias, normas e instituciones solo 
se justifica desde y en la idónea realiza­
ción del orden constitucional, es decir, 
de los valores y bienes sustantivos pro­
clamados y protegidos por la norma 
fundamental. A éste respecto, el Tribu­
nal Constitucional tiene establecido, en 
su Sentencia 22 7 / 1988, de 29 de no­
viembre, que: 

• Las reglas competenciales conte­
nidas en el bloque de la constitucionali­
dad han de examinarse y manejarse a la 
luz de los principios constitucionales 
de unidad, autonomía y solidaridad 
(an. 2 CE), aplicando éstos de forma 
que ninguno de ellos padezca. 

• Esta conexión entre el orden com­
pctencial y el orden sustantivo constitu-

cionales lleva de la mano a la inclusión 
en éste último de todos « ... los princi­
pios constitucionales de orden mate­
rial. .. » y, por ello, de los considerados 
en el caso concreto por la Sentencia: los 
contenidos en el articulo 45 CE, en par­
ticular la utilización racional de los re­
cursos naturales. 

• De todo ello se sigue que « ... entre 
las diversas interpretaciones posibles 
de las reglas de distribución de compe­
tencias, éste Tribunal solo puede respal­
dar aquellas que razonablemente per­
mitan cumplir dicho mandato y alcan­
zar los objetivos de protección y mejora 
de la calidad de vida y defensa y restau­
ración del medio ambiente a los que 
aquél está inseparablemente vincula­
do» . Por tanto, lo esencial y definitivo es 
justamente la realización del orden sus­
tantivo constitucional, que se impone a 
toda otra consideración. 

b) Considerados desde la perspecti­
va constitucional expuesta, el objeto 
(último) de las instituciones que ahora 
nos ocupan se ofrece como: 

l. Uno de los recursos naturales de 
los que se predica la racional utilización 
y su vinculación a los valores de la cali­
dad de vida, el medio ambiente y la so­
lidaridad colectiva (art. 45 CE), si bien 
singularizado en tanto que suelo, es de­
cir, soporte físico de las actividades fun­
damentales del hombre, en especial la 
de residencia habitación (vivienda), su­
jeto necesariamente a regulación en su 
utilización de acuerdo con el interés ge­
neral (an. 47 CE). 

2. Uno de los componentes (en 
cuanto recurso natural) de la riqueza del 
país que, en sus distintas formas (lo que 
vale decir: en su estado natural, como 
en el resultante de la acción humana) y 
cualquiera que sea su titularidad, esta 
subordinada al interés general (art. 
128.l CE). 

3. Un bien, en definitiva, que tanto 
puede estar fuera del comercio (domi­
nio público: art. 132 CE), como ser sus­
ceptible de tal comercio y, como tal, es­
tar organizado -en cuanto a su apro­
piación y distribución- por la 



institución de la propiedad privada, cu­
yo contenido viene delimitado por la 
función social (art. 33.2 CE); condición 
esta última, en la que es elemento inte­
grante (capital y fruto) de la libertad de 
empresa y, por tanto, componente de la 
economía de mercado (art. 38 CE). 

4. Consecuentemente con todo loan­
terior, es necesariamente objeto, directa 
o indirectamente, de las distintas políti­
cas públicas derivadas del Estado social 
(art. 1.1 CE): tanto de las que implican 
o pueden implicar utilización, explota­
ción o transformación (política de mo­
dernización y desarrollo de todos los 
sectores económicos, art. 130 CE; polí­
tica de equilibrio y armonización del 
desarrollo regional y sectorial y de esú­
mulo del crecimiento de la renta y de la 
riqueza y su más justa distribución, art. 
131 CE; política fiscal, art. 133; política 
de vivienda, art. 4 7; políticas de obras 
públicas e infraestrucruras, etc ... ), como 
las que están dirigidas a la preservación 
o protección (política de espacios natu­
rales, política de ordenación territorial, 
poütica ambiental, política del patrimo­
nio histórico-artístico, etc ... ). Se trata de 
políticas que, en sí mismas y desde el 
principio del Estado democrático y so­
cial, no son facultativas o disponibles, 
como resulta de la combinación de los 
artículos 9.2 y 53.3, en relación con el 
contenido del entero Capítulo lll del Tí­
rulo 1, de la norma fundamental. Deben 
procurar, en cada momento, la máxima 
realización históricamente posible de 
sus «principios rectores», es decir, de 
los valores y bienes consagrados por la 
Constitución. 

Para que esto último sea posible es 
precisa justamente la interacción posi­
tiva de los distintos poderes públicos en 
el ejercicio de sus respectivas compe­
tencias, lo que vale decir la coordina­
ción de los diversos intereses públicos 
gestionados a través de éstas cabalmen­
te en la producción de aquel resultado: 
la realización del orden constitucional. 
Así lo afirma rotundamente el Tribunal 
Constitucional conforme al cual: 

• La ordenación territorial tiene por 

objeto, al igual que la urbanística (según 
lo ya dicho por las SsTC 77 / 1984 y 
56/ 1986), la delimitación de los diver­
sos usos a que pueda destinarse el sue­
lo o espacio físico territorial, sin que 
pueda interpretarse de forma tal que 
impida a otros poderes y, en concreto, 
el Estado en sentido estricto, el ejercicio 
de sus propias competencias con pro­
yección territorial. 

• Lo anterior se explica por cuanto 
que en la ordenación territorial sucede 
lo que en todos los casos en los que la 
titularidad competencia! se establece 
por referencia a una «política» (v. gr. 
protección del medio ambiente, protec­
ción del usuario, etc ... ) y no por secto­
res concretos del ordenamiento o de la 
actividad pública: la competencia no 
puede ser entendida en términos tales 
que la sola incardinación del fin perse­
guido por la norma (o por el acto con­
creto) en tal política permita descono­
cer la competencia que a otras instan­
cias corresponde si la misma norma o 
acto son contemplados desde otras 
perspectivas. Importa precisar que ello 
no supone negar a la ordenación terri­
torial todo contenido competencial, re­
duciéndola a la simple capacidad de 
planificar, desde el punto de vista de su 
incidencia sobre el territorio, las actua­
ciones que por otros títulos haya de lle­
var a cabo la instancia titular de dicha 
ordenación. 

• La ordenación territorial es, pues, 
una política y, además, una política de 
enorme amplitud; amplitud, que evi­
dencia que quien asume, como compe­
tencia propia, la ordenación territorial, 
ha de tomar en cuenta, para llevarla a 
cabo, la incidencia territonal de todas 
las actuaciones de los poderes públicos, 
a fin de garantizar el mejor uso de los 
recursos del suelo y del subsuelo, del ai­
re y del agua y del equilibrio entre las 
distintas partes del territorio mismo. La 
idea de ordenación nació justamente de la 
necesidad de coordinar o armonizar, desde 
el punto de vista de su proyección territo­
rial, los planes de actuación de las distin­
tas Administraciones. De ahí que cuando 

la función ordenadora se atribuye a una 
sola de estas Administraciones, la con­
secuente atribución no puede enten­
derse en términos tan absolutos que eli­
mine o destruya las competencias que 
la propia Constitución reserva a las 
otras aunque el uso que éstas hagan de 
ellas condicione necesariamente la or­
denación del territorio. Este condicio­
namiento es legítimo, en la medida que 
inherente a la idea misma de ordena­
ción la actuación de poderes distintos, 
pero tiene como límite su indebida 
transformación en usurpación ilegíti­
ma, por utilización para proceder -ba­
jo su cobertura- a una total ordenación 
territorial. 

Pues bien, lo que aquí específica­
mente interesa es que las determinacio­
nes resultantes de la política de ordena­
ción territorial, es decir, del ejercicio co­
ordinado de las competencias corres­
pondientes de los diferentes poderes 
públicos, pero principal y preferente­
mente de las competencias específicas 
«ordenación del territorio» y «urbanis­
mo» , modulan la construcción jurídica 
de los bienes inmuebles y, en especial, 
del suelo o tierra y configuran positiva­
mente -a través del concepto constitu­
cional de la «función social» (an. 33.2 
CE)- el contenido de los derechos (en 
primer término el de propiedad) sobre 
ellos. Quiere decirse que discriminan la 
funcionalidad económico-social de los 
bienes y, consecuentemente, su destino 
y el estatuto jurídico a que deben que­
dar sujetos. justamente por esta razón 
se explica el actual régimen urbanístico 
de la propiedad del suelo y la conver­
sión del propietario de éste, en su caso 
(cuando de la realización efectiva de un 
destino final urbano se trata), en cola­
borador forzoso en la realización del in­
terés general (mediante la imposición 
de un elenco de deberes, en la doble di­
mensión sustantiva y temporal, cuyo 
cumplimiento es presupuesto de la ad­
quisición de facultades o contenidos 
positivos). En definitiva, en el ordena­
miento jurídico actual la políti ca territo­
rial (principalmente a través de los ins-
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trumentos propios de las competencias 
de ordenación del territorio y de urba­
nismo) cumple una verdadera confor­
mación positiva del objeto mismo de las 
instituciones registra! y catastral. A pe­
sar de ello, estas instituciones siguen 
considerando su objeto básicamente 
desde sus propias y clásicas perspecti­
vas, hoy absolutamente superadas. 

La doctrina del Tribunal Constitucio­
nal, en efecto, tiene reconocido que el 
establecido por la ordenación y, por 
tanto, la legislación urbanísticas es, pre­
cisamente, el estatuto de la propiedad 
inmobiliaria. 

En su Sentencia 37 /1987, de 26 de 
marzo (asunto Ley 8/1984), del Parla­
mento de Andalucía, de reforma agra­
ria; ftos. jur. 2. 0 y 3. º), ha dejado seña­
lado que: 

• Utilidad individual (aspecto sub­
jetivo) y función social (aspecto objeti­
vo) definen inescindiblemente el conte­
nido del derecho de propiedad en nues­
tra Constitución (art. 33 de ésta). 

• La garantía de la reserva a la Ley de 
la determinación del contenido esencial 
del referido derecho no impide, dados 
los términos en que está formulada en 
el artículo 33.2 de la norma fundamen­
tal, la colaboración con la Ley de las 
no rmas reglamentarias en aquella de­
terminación, lo que supone la corres­
pondiente flexibilidad en ésta. 

• Esta flexibilidad es inexcusable 
cuando las características naturales del 
bien objeto del dominio y su propia lo­
calización lo hacen susceptible de dife­
rentes utilidades sociales, que pueden y 
deben traducirse en restricciones y de­
beres diferenciados para los propieta­
rios y que, como regla general, sólo por 
vía reglamentaria pueden establecerse. 
justamente la propiedad inmobiliaria 
constituye el arquetipo mismo de tal hipó­
tesis. 

• La consecuencia, en lo que aquí 
interesa, es que el derecho de propie­
dad inmobiliaria no es, tal como lo que 
recoge la Constitución, un derecho abs­
tracto y único, un simple ámbito subje­
tivo de libre disposición o señorío so-

bre el bien objeto de dominio, com­
prensivo sin más de un elenco determi­
nado de facu ltades, tendencialmente 
ilimitadas, de uso disfrute, consumo y 
disposición de dicho bien (aspecto o 
vertiente subjetivos y abstractos del de­
recho). Antes bien, la profunda evolu­
ción que ha experimentado en nuestro 
siglo: <<... impide concebirla hoy como una 
figura juridica reconducible exclusivamen­
te al tipo abstracto descrito en el articulo 
348 del Código Civil». Al contrario, la 
progresiva incorporación de finalida­
des sociales relacionadas con el uso y el 
aprovechamiento de los distintos tipos 
de bienes sobre los que el derecho de 
propiedad puede recaer ha producido 
una diversificación de la institución domi­
nical en una pluralidad de figuras o situa­
ciones jurídicas reguladas con un signifi­
cado y alcance diversos. De ahí el reco­
nocimiento hoy, con general recono­
cimiento doctrinal y jurisprudencia!, 
de la flexibilidad o plasticidad actual 
del dominio, que se manifiesta en la 
existencia de diferentes tipos de propieda­
des dotadas de estatutos jurídicos diversos, 
de acuerdo con la naturaleza de los bie­
nes sobre los que cada derecho de pro­
piedad recae (aspecto objetivo y con­
creto del derecho). 

Y en su posterior Sentencia 227 / 
1988, de 29 de noviembre (asunto Ley 
estatal 29/1985, de Aguas), el mismo 
Tribunal Constitucional añade a las an­
teriores consideraciones -fundamen­
talmente en su fto, jur. 8- las siguien­
tes: 

• Tras argumentar detenidamente 
que la delimitación del contenido del 
derecho de propiedad inmobiliaria, 
desde el punto de vista de su faceta o 
d imensión objetiva, es decir, de su fun­
ción social, debe hacerse de acuerdo 
con los valores y bienes jurídicos con­
sagrados por la Constitución (funda­
mentalmente los explicitados en los ar­
tículos 45 y 4 7 de ésta, reconducibles a 
la utilización racional de los recursos 
naturales y del suelo) y por el poder 
público competente asimismo según la 
norma fundamental, afirma que tal 

« ... delimitación no se opera ya sólo en la 
legislación civil sino también en aquéllas 
otras Leyes que cuidan principalmente de 
los intereses públicos a los que vincula la 
propiedad privada. Así ocurre en la pro­
piedad urbana, cuyas leyes de ordenación 
urbana están muy lejos de establecer só­
lo ... medidas de policía concretas, res­
petando, como regulación ajena, la im­
posición de obligaciones y limitacio­
nes al ejercicio de los derechos 
dominicales, sino que, muy al contra­
rio, establecen por si mismas, o por remi­
sión a los instrumentos normativos del 
planeamiento, los deberes y límites intrín­
secos que con.figuran la función social de 
la propiedad del suelo desde el punto de 
vista de la ordenación del territorio ... », 
superponiéndose, por tanto, a la legis­
lación civil. 

• De ahí que sea la legislación secto­
rial administrativa (la urbanística en 
nuestro caso) la que define el estatuto 
de la propiedad inmobiliaria. Toda ne­
gación de ésta capital transformación es 
decididamente rechazable por descan­
sar en la idea, ya incorrecta, de que la 
regulación del derecho de propiedad 
« ... es el núcleo de la legislación civil» ; 
idea a la que subyace « ... una concepción 
-asimismo periclitada- de la propiedad 
privada como institución unitaria regula­
da en el Código civil, que sólo admite limi­
taciones externas a su libre ejercicio en vir­
tud de Leyes especiales». 

En consecuencia, es claro que en 
nuestro ordenamiento la legislación so­
bre ordenación territorial y urbanística 
es la primariamente encargada por el 
orden constitucional de la definición -
desde la función social- del estatuto de 
la propiedad inmobiliaria y de su ejer­
cicio. 

Así lo disponía ya antes la Ley del 
Suelo, Texto Refundido aprobado por 
Real Decreto 1346/ 1976, de 9 de abril 
(vigente, en lo que interesa, hasta la re­
ciente entrada en vigor de la nueva Ley 
del Suelo, Texto Refundido aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 
26 de junio), cuyo artículo 76 (incluido 
en el Título lI referido significativamen-
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te al régimen urbanístico del suelo) de­
terminaba: 

«Las facultades del derecho de pro­
piedad se ejercerán dentro de los lími ­
tes y con el cumplimiento de los debe­
res establecidos en esta Ley o, en virutd 
de la misma, por los planes de Ordena­
ción, con arreglo a La clasificación urba­
nística de los predios». 

Este precepto se mantiene hoy en el 
texto legal vigente, aprobado -como 
queda dicho- por el muy reciente Real 
Decreto Legislativo 1/ 1992, d e 25 d e 
junio, cuyos artículos 5 y 8 (incluidos 
en el Título I relativo al régimen urba­
nístico de la propiedad del suelo) dis­
ponen: 

Art. 5: «La función social de la p ro­
piedad delimita el contenido de las fa­
cultades urbanísticas susceptibles de 
adquisición y condiciona su ejercicio». 

Art. 8: «La utilización del suelo y en 
especial su urbanización y edificación, 
deberá producirse en la forma y con las 
limitaciones que establezcan la legisla­
ción de ordenación territorial y urba­
nística y, por remisión de ella, el plane­
amiento, de conformidad con la clasifi­
cación y calificación urbanística de los 
predios». 

Importa destacar, con todo énfasis, 
que ésta conformación jurídico-pública 
del objeto de las instituciones aquí con­
sideradas no se cumple desde la consi­
deración del suelo o tierra tanto como 
objetos soportes de derechos indivi­
duales, cuanto preferentemente como 
recurso dotado de sentido o valor para 
la colectividad, es decir, como bienes 
jurídicos en sentido estricto, que no lo 
son sólo por sí y en sí mismos, sino in­
sertos en un conjunto más amplio (jus­
tamente los consagrados por el orden 
constitucional sustantivo). 

Concluyendo, puede decirse que al 
igual que el Estado social supone -por 
comparación con el modelo de Estado 
liberal de Derecho- una confusión de 
lo público y lo privado, también el bien 
inmueble se encuentra hoy determina­
do - por comparación con su concep­
ción histórica, plasmada aún en el Có-

d igo civil- por la concurrencia sobre el 
tanto de la autonomía de la voluntad de 
los titulares, cuanto de las políticas pú­
blicas, en razón precisamente a su fun­
ción social, que provoca la fusión del in­
terés individual (determinable en facul­
tades gen era les y abstractas) y del 
interés supraindividual o público (de­
terminable solo de fo rma concreta y 
por relación a una precisa función ) pa­
ra la configuración jurídica precisa del 
bien. Ello signifi ca que éste último, es 
decir, la riqueza inmobiliaria, ya no es 
describible, ni conceptuable por rela­
ción a una categoría única y genérica; lo 
es únicamente med ia nte categorías 
concretas derivadas de los estatutos ge­
nerados por las políticas públicas serv1-
c1ales de la realización de determinadas 
constelaciones de p rincipios, valores o 
bienes constitucionales. 

Como se ve, pues, el planteamiento 
de la reforma o actualización de las ins­
tituciones registra! y catastral debería 
ser mucho más ambicioso que el pro­
grama de s imple coordinación antes 
comentado y valorado. La cuestión es, 
sin embargo y para no quedarnos en la 
mera comprobación de la insuficiencia 
de éste programa, qué hacer para poner 
al día tanto el Catastro como el Registro. 
No es posible, como es bien obvio, abor­
dar aquí en toda su extensión semejan­
te cuestión , pero sí lo es cuando menos 
apuntar las grandes líneas de una posi­
ble reforma. 

Algunas ideas para 
una ref onna 
de las instituciones 
catastral y registra! 

El cuadro que arroja la situación ac­
tual puede resumirse en la comproba­
ción de la obsolescencia del presupues­
to del que, en lo sustancial, aún siguen 
partiendo las instituciones examina­
das: pues el bien inmueble ya no es una 
categoría única y homogénea entregada 
básicamente al libre juego de las volun­
tades de los titulares de los derechos 

sob re ellos desde la gestión de sus res­
pectivas esferas de interés (esferas, en 
las que solo excepcional y externamen­
te incide la acción estatal o pública), 
por lo que ha dejado de ser suficiente -
a efectos generales- con asegurar el 
tráfico jurídico espontáneo y con cono­
cer el valor de los bienes a efectos fisca­
les y de economía polí tica. Semejante 
comprobación tienta en principio a in­
clinarse por una solución radical: la re­
forma global, basada en la puesta en pie 
de una única y nueva institución supe­
radora y refundidora de las actuales, 
que cubriera todos los aspectos hoy re­
levantes. Pero no parece ni prudente, ni 
siquiera acertado dejarse arrastrar por 
tal tentación (muy española, de otro la­
do), que abocaría a la supuesta realiza­
ción de una utopía impracticable y, por 
tanto, a un callejón sin salida, a una si­
tuación peor que la actual. En efecto, si 
es cierto que las políticas públicas son 
ahora las relevantes (por definidoras de 
la funció n social y, por tanto del perfil 
jurídico-económico del bien que nos 
ocupa en concreta), no lo es menos la 
plu ralidad y la compleja construcción 
(po r la doble división, territorial y sec­
ro rial, de las fun ciones a que da lugar la 
o rganización del Estado) de éstas polí­
ticas. Las caracteristicas mismas, es­
tructurales y funcionales-dinámicas, de 
éstas políticas hacen muy difícil, por no 
decir imposible o puramente teórico, 
cuando menos un sistema registra! úni­
co polivalente. De otro lado, no cabe ol­
vidar, ni menospreciar, el hecho mismo 
de que las instituciones analizadas es­
tán rodadas y probadas y de que su 
parcial desacrualización no significa 
que no funcionen bien (o pueden llegar 
a funcionar bien) y no continúen sien­
do necesarias, por lo que sería de todo 
punto irresponsable su desmantela­
miento. 

La conclusión así alcanzada no signi­
fica tampoco, empero, que deba renun­
ciarse a cualquier reforma. Sucede solo 
que en la formulación y el diseñ o de és­
tas debe procederse analítica y no glo­
balmente. 



Por de pronto, la nueva situación lo 
que reclama prioritariamente es una 
base común de referencia para todas 
las políticas públicas con incidencia o 
proyección sobre bienes inmuebles y, 
especialmente, el suelo. justamente la 
relevancia de las políticas públicas, la 
servicialidad de éstas respecto de un 
determinado orden constitucional sus­
tantivo y la consecuente necesidad de 
la coordinación y, por tanto, la cohe­
rencia de las mismas hacen inexcusa­
ble -a título de verdadera condición­
un único y buen sistema de informa­
ción acerca de la realidad, de descrip­
ción física de ésta. Esta apreciación lle­
va de la mano a un servicio público 
geográfico y cartográfico o planimétri­
co polivalente, es decir, como institu­
ción con perfil propio y desvinculada 
de cualesquiera intereses concretos a 
los que sirvan las distintas políticas pú­
blicas sustantivas con proyección terri­
torial. La consecuencia no es otra que la 
potenciación del papel del Instituto 
Geográfico y, en su caso, el asegura­
miento del funcionamiento coordina­
do de éste con las instituciones autonó­
micas homólogas (el establecimiento 
de una verdadera red de información 
física, pues existe el riesgo de que en 
este punto la descentralización con­
duzca a una ruptura de la base misma 
de todo el sistema). 

Ahora bien, para que esta base co­
mún pueda existir, se precisa: 

a) La determinación de la institu­
ción de que venimos ahora hablando 
como aquella que marca la pauta de la 
cartografía y de los elementos comunes 
del sistema de información (clase de 
suelo, polígono, sector, parcela-finca­
solar, tipos de usos del suelo, etc ... )* . 

b) La prescripción, sin fisuras, de la 
obligatoriedad de la utilización de la 
cartografía y de los elementos por ésta 

*A parttr del RO 535/ 1989, de 26 de mayo, 
la producción y el mantenimiento de la cano­
grafia catastral, básica o temática, es competen­
cia del CGCCT (N del E). 

utilizados en cualesquiera instrumen­
tos de las diferentes políticas públicas, 
incluidos cualesquiera registros (desde 
luego el Catastro y el Registro de la Pro­
piedad). 

Necesario resulta puntualizar que la 
determinación de los elementos co­
munes del sistema de información no 
puede realizarse sobre la base de los 
propios de cualesquiera de las políticas 
públicas formalizadas por el ordena­
miento. La razón estriba en la variedad 
y, en su caso, sectorialidad de tales po­
líticas. Ahora bien, conforme al mismo 
orden constitucional existe -junto a la 
de ordenación general de la econo­
mía- una polí tica global u horizontal 
(quiere decirse, de lógica transversal a 
la propia de las restantes políticas) di­
rigida precisamente tanto a «territoria­
lizan> la o las políticas económicas, co­
mo a «Sintentizar» en una específica ra­
cionalidad territorial las exigencias de 
utilización del espacio físico propias de 
las políticas sectoriales, es decir, a defi­
nir, en último término, la regulación del 
suelo (y de los inmuebles creados por 
mano del hombre) que corresponda al 
interés general objetivo final (resultan­
te de la coordinación). De ahí que pa­
rezca procedente la extracción del or­
denamiento de la ordenación territo­
rial y urbanística los apuntados 
elementos comunes del sistema. En es­
ta línea se situó ya, por demás, la dis­
posicón final decimorrercera de la Ley 
19/ 1975, de 2 de mayo (5), luego con­
firmada por la disposición ad icional 
décima y los articulas 25 y 56 de la Ley 
8/1990, de 25 de julio, de Reforma del 
Régimen Urbanístico y Valoraciones 

(5) Esta disposición rezaba así: «Se a uro riza 
al Gobierno para que, a propuesta del Ministerio 
dejusuc1a, y previo mforme del Ministerio de la 
V1v1enda, se dicten las disposic10nes precisas 
para acomodar la legislación hipotecana a lo dis­
puesto en esta Ley a fin de asegurar que las hm1-
tac10nes y deberes establecidos en la misma y en 
los planes, programas, proyectos, normas, orde­
nanzas y catálogos se reflejen con toda exacticud 
en el Registro de la Propiedad. 

del Suelo (6), si bien en el plano, exclu­
sivamente, de la relación entre la orde­
nación territorial y el sistema de garan­
tía del tráfico jurídico de los derechos 
sob re inmuebles; regulaciones estas úl­
timas, que han pasado a la vigente Ley, 
Texto Refundido de la Ley del Suelo, 
aprobado por Real Decreto legislativo 
1/1992. 

La reciente clara diferenciación e in­
dependización (introducidas definiti­
vamente por la citada Ley 8/1990 y re­
cogida hoy en el Texto Refundido apro­
bado po r Real Decreto legislativo 
1 /1992) entre el estatuto urbanístico 
objetivo del suelo (clasificación -desti­
no básico- y calificación -destino 
concreto resultante de la suma de uso e 
intensidad de éste, es decir, el aprove­
chamiento- del mismo) y el estatuto 
subjetivo del propietario del suelo (de­
recho a un determinad o quantum de 
aprovechamiento, justamente el deno­
minado susceptible de apropiación pri­
vada) posibilita precisamente la cons­
trucción del sistema único de informa­
ción de que se viene tratando sobre una 
unidad última común, objetiva y física: 
la parcela y su ordenación territorial 

(6) La disposición adicional décima estable­
cía una sene larga y minuciosa de determinacio­
nes para el acceso de previsiones de la ordena­
ción territorial al Registro de la Propiedad y ter­
minaba disponiendo en su número 6: «En el 
plazo de seis meses, el Gobierno aprobará las 
modificaciones del Reglamento Hipotecario pa­
ra el desarrollo de esta disposición adicional». 

El artículo 25 de la misma Ley introdujo la 
presentación de la vinculación de la culmina­
ción del proceso urbanístico (la realización de la 
edificación) con los mecanismos jurídicos de ga­
rantía del tráfico de los derechos sobre los bie­
nes inmuebles, mediante el establec1m1ento de 
determinadas exigencias para el otorgamiento 
notarial y la inscripción regisrral de escmuras. 

Y el articulo 56 de idéntico texto legal se cm­
dó de conectar, sobre la base de la desvincula­
ción por ella misma inducida entre el tráfico de 
los aprovechamientos urbanísticos y el del sue­
lo soporte de estos, el control urbanístico del 
pnmero de ellos (registro administrativo especi­
fico) con el instrumento de garantía del tráfico 
JUríd1co inmobiliario (Registro de la Propiedad). 
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objetiva (dimensiones y caracteristicas 
de aprovechamiento). 

Con lo hasta aquí dicho no bastaría, 
sin embargo. Sería precisa, además, una 
reforma tanto del Catastro, como del 
Registro de la Propiedad; reforma que 
debería gravitar sobre los siguientes 
ejes: 

Catastro: 
• Su función debería quedar cir­

cunscrita estrictamente a la evaluación 
de la riqueza inmobiliaria y, por tanto, a 
la de registro administrarivo de la ri­
queza inmobiliaria evaluada. 

• Ocurre, sin embargo, que en el 
mismo momento en que el propio Ca­
tastro realiza un enorme esfuerzo por 
acercarse a semejante modelo -mo­
mento que, en principio, se ofrece como 
especialmente idóneo po r la paralela 
consagración por la legislación urbanís­
tica (ley 8/ l 990) del principio de la va­
loración objetiva y única, es decir, de 
efectos universales cuando menos del 
suelo- , el propio Catastro deriva la ob­
jetividad de este nuevo sistema devalo­
ración hacia el mercado y fracasa en su 
propósito, de un lado, y el propio siste­
ma de valoración queda inmediatamen­
te puesto en cuestión. Y ello no sólo por 
lo discutible del objetivo de estableci­
miento de una referencia única en la re­
lación económica ciudadano-Estado a 
este respecto (pues tal referencia parece 
imposible ya en el ámbito fiscal mismo, 
en el que los diferentes tributos pueden 
tener que cons iderar las mismas rique­
zas desde distintas p erspectivas y, por 
tanto, con diferentes valores en razón a 
sus diversas finalidades), sino, sobre to­
do, también porque la base misma so­
bre la que reposa la valoración urbanís­
tica de vocación universal - el aprove­
chamiento tipo- co nsiste en una 
fórmula abstracta que, si susceptible de 
crítica en sí misma considerada, más 
vulnerable es aún enjuiciada en la di­
mensión temporal: la valoración recí­
proca y relativa de los usos concretos 
que integra es rígida, quedando vincu­
lada todo lo más al momento histórico 

de aprobación definitiva del plan co­
rrespondiente, con lo que es inhábil pa­
ra incorporar las alteraciones que con­
tinuamente se producen en aquella va­
loración y en la realidad por virtud de la 
evolución misma de la vida urbana. Pa­
radójicamente, esta misma circunstan­
cia es la que, gracias a la remisión que a 
ella hace el sistema urbanístico, s itúa de 
nuevo la valoración catastral -dotada 
de mayor adaptabilidad a la continua 
evolución de la realidad- como meca­
nismo más idóneo para solventar las 
deficiencias de aquel sistema. 

Registro de la Propiedad: 
• Su o rganización y fu ncionamiento 

debería articularse sobre la base de la 
diferenciación entre los bienes inmue­
bles o propiedades objetivas, de un la­
do, y los derechos (deberes) subjetivos 
sobre estos, de otro lado. Esta diferen­
ciación no sería sino trasunto de la que 
el ordenamiento territorial y urbanísti­
co hace entre el estatuto objetivo de la 
p ropiedad y el estatuto subjetivo de los 
propietarios. Mientras el primero es 
tendencialmente estable (mientras no 
se produzcan modificaciones o revisio­
nes del correspondiente planeamien­
to), el segundo es, por definición y en 
razón al proceso urbanístico desenca­
denado por el planeamiento o, en todo 
caso, autorizado y ordenado por éste, 
de contenido variable (adquisición su­
cesiva y, en su caso, pérd ida eventual de 
facultades y derechos; recomposición 
de estos en función de las determina­
ciones del planeamiento). 

A su vez, la expresada diferenciación 
operaría sobre un elemento o, mejor; una 
unidad básica y común ( a ambos pla­
nos objetivo y subjetivo y tamb ién al 
tráfico jurídico ordinario y a la ordena­
ción territorial y urbanística): la parce­
la. 

• la aludida diferenciación permi­
tirla: 

- Incorporar al Registro, con su di­
námica propia, los deberes legales y los 
voluntariamente asumidos por los titu­
lares de derechos justamente en su vin-

culación física (sin por ello condicionar 
los derechos subjetivos de los co rres­
pondientes sujetos). El Registro colabo­
raría así activa y positivamente al respe­
to del modelo territorial establecido, 
sea voluntarista y positivamente -co­
mo ocurre en los suelos destinados a la 
urbanización-, sea negativa y limitado­
ramente -como sucede ordinariamen­
te en el suelo no urbanizable- una de 
las debilidades crónicas de nuestro or­
denamiento), y por tanto, a la realiza­
ción efectiva de la función social de los 
bienes inmuebles. 

- Asumir el Registro la dinámica pro­
pia del proceso urbanístico, mediante la 
aplicación de inscripciones o anotacio­
nes provisionales a lo largo del período 
de duración de la ejecución del planea­
miento a través de los mecanismos for­
malizados por la ordenación territorial 
y urbanística. 

- Reflejar el Registro adecuada e in­
dependientemente del estatuto objetivo 
de las parcelas, el estado y las vicisitu­
des de los derechos subjetivos de los ti­
tula res co rrespondientes; derechos 
que, en cada caso y en cada momento, 
se conectarían a unas u otras parcelas.• 

Luciano Parejo Alfo nso 
Catedrático de Derecho Administrativo 
de la Universidad Carlos lil de Madrid. 
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